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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO SUSTANTIVO / EVENTOS QUE LO CONSTITUYEN.

Para resolver, se evoca que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. (…)
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
La jurisprudencia de esta Corporación ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia, c) es inexistente, d) ha sido declarada contraria a la Constitución, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes” o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva o contraria a la Constitución; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente de tal manera que se afectan derechos fundamentales; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución…
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

A mi juicio, la tutela ha debido prosperar porque la funcionaria accionada incurrió en defecto procedimental. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto de aquella naturaleza cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”
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Acta No.  457 del 20 de noviembre de 2018
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Consuelo Castaño Castaño contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal - Risaralda, a la que fueron vinculados el Grupo de Energía Bogotá “GEB” S.A., Interconexión Eléctrica “ISA” S.A. – E.S.P. y a Transgas de Occidente S.A. – E.S.P.
ANTECEDENTES

Consuelo Castaño Castaño, en su nombre, presentó esta acción de tutela por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso contra la citada autoridad, que estima conculcado dentro del proceso de imposición legal de servidumbre eléctrica y de su ejecutivo a continuación, con radicado 66682-31-13-001-2013-00082-00, que se adelanta ante el juzgado cuestionado, a los que comparece en calidad de demandada y ejecutante respectivamente. 

Para lo que aquí es menester absolver, basta el siguiente extracto de la crónica procesal exhibida en la demanda.

El 15 de diciembre del año 2017 la Sala Civil del Tribunal Superior de Pereira, confirmó la sentencia de primera instancia proferida dentro del proceso de imposición legal de servidumbre eléctrica, que en su contra inició el Grupo Energía Bogotá, por ser propietaria de un inmueble denominado “Vaticano” ubicado en Santa Rosa de Cabal, por el que habría de atravesar la red de energía eléctrica. 
En esa providencia se ordenó a la empresa demandante, dentro de los 10 días siguientes a su ejecutoria, el pago de $736.940.808.oo como indemnización por daños y perjuicios, derivados de la servidumbre.
Habida cuenta de que la obligada no efectuó el pago dentro del término concedido para tal efecto, inició el proceso ejecutivo a continuación. No hubo oposición frente al mandamiento de pago y, en consecuencia, el 25 de mayo de este año el juzgado dispuso seguir adelante con la ejecución y practicar la liquidación del crédito. Durante los días siguientes a ese proveído, aportó la liquidación del crédito y la ejecutada presentó un escrito objetándola, además le solicitó al despacho declarar la falta de jurisdicción en el proceso ejecutivo. 
El Juzgado improbó las liquidaciones presentadas por las partes, aprobó la realizada por la secretaría y rechazó de plano la nulidad por falta de jurisdicción. 

Esa resolución fue recurrida en reposición y apelación por la ejecutada; en lo que toca con la liquidación del crédito repuso parcialmente la decisión; como así fue, concedió la apelación en el efecto diferido, y en lo que atañe con el rechazo de plano de la solicitud de declaratoria de falta de jurisdicción, concedió la alzada en el efecto devolutivo.

Después y comoquiera que sobre ello no hubo discusión alguna, solicitó la entrega inmediata del saldo del valor indemnizatorio al que fue condenado el Grupo de Energía Bogotá en el proceso de imposición de servidumbre, es decir $701.185.590.oo, también de $1.562.484.oo que fueron fijados como agencias en derecho; ese pedimento fue negado por el despacho, porque en la actualidad se surte ante esta Sala, el recurso de apelación contra el auto que dispuso reponer parcialmente lo concerniente a la tasa de interés utilizada en la liquidación y negó la solicitud de declarar la falta de jurisdicción; contra esa negativa presentó un recurso de reposición, el que fue despachado desfavorablemente.

Estima que el juzgado accionado, incurrió en vías de hecho al negarse a entregar la suma de dinero que se le ordenó pagar a la Empresa de Energía Bogotá, dentro del proceso de imposición legal de servidumbre eléctrica, en esencia, por tres circunstancias, que en líneas siguientes serán estudiadas con detalle.
Al margen de los hechos que interesan al caso, elevó, en términos, por decir poco, irrespetuosos, una serie de denuncias con nombre propio contra los abogados que representan los intereses del Grupo de Energía Bogotá, que no vienen al caso, pues son absolutamente irrelevantes para decidir el amparo.
Pidió, finalmente, dejar sin efecto los autos del 28 de agosto y del 4 de octubre del año 2018, que dispusieron negar la entrega de la suma indemnizatoria y, en consecuencia, ordenar al juzgado dictar una nueva providencia, en la que se ordene el fraccionamiento del título judicial y la entrega inmediata, como mínimo, de la suma correspondiente al capital de la indemnización, esto es $701.185.590.oo.
Con la demanda se allegaron, entre otros, copia del documento de identificación de la accionante y de algunos memoriales del Grupo de Energía Bogotá (f. 19 a 23); con posterioridad allegó copia de memoriales y autos que interesan al caso (f. 38 a 68).
Se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que se estimaran pertinentes para resolver la acción de tutela; así lo hizo.

Adicionalmente manifestó que la decisión de no entregar todavía los dineros que reclama la accionante no es caprichosa ni antojadiza, se basa en una interpretación razonable que hace dentro de su autonomía judicial, de varias normas procesales que la han llevado a concluir que debe dilucidarse primero el tema de la jurisdicción que está en apelación.

Indicó que el título judicial consignado por la ejecutada fue posterior a la iniciación del proceso ejecutivo y además aquella se opuso expresamente a que el dinero fuera entregado a los ejecutantes; y aunque la liquidación del crédito solo está siendo discutida parcialmente, hasta tanto se defina la jurisdicción para adelantar la ejecución, tema que está en apelación en esta Corporación, es inviable entregar la suma reclamada (f. 31).
El representante legal judicial de Interconexión Eléctrica S.A. E.S.P. -ISA-, reiteró la importancia de mantener incólume el derecho real de servidumbre de conducción de energía eléctrica del cual es titular su representada (f. 33).
El representante legal para asuntos judiciales y administrativos del Grupo Energía Bogotá indicó que no es cierto que  que estén realizando maniobras dilatorias, resaltó que el GEB debe propender en todo momento por la defensa del interés público que representa, al ser una entidad de naturaleza pública del orden distrital.

Se opuso a las pretensiones del amparo; estimó que a la accionante se le han respetado sus garantías procesales en la por ella radicada, quien, además ha sido negligente a la hora de controvertir las decisiones que por vía de tutela pretende derruir. (f. 72)
CONSIDERACIONES

Recuérdese que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude la señora Consuelo Castaño Castaño a este especial mecanismo, bajo la premisa de que vulnera su derecho fundamental al debido proceso el hecho de que el Juzgado accionado, ‘sin más’, se niegue a entregarle el dinero correspondiente a la indemnización de la que resultó beneficiaria, en la sentencia que se profirió en la imposición legal de servidumbre eléctrica sobre la cual ya se hizo referencia.

  



Para resolver, se evoca que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;




Para la Sala, los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se hizo uso oportuno del recurso de reposición (art. 318 C.G.P.), medio impugnativo idóneo para controvertir en el trámite ordinario el proveído cuestionado (f. 60); se cumple el principio de inmediatez, ya que las decisiones objeto de estudio datan del 28 de agosto y del 4 de octubre de este año; si se advirtieran las irregularidades que le achaca la demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión definitiva; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 





Lo que sigue en consecuencia, es analizar la posible incursión por parte del juzgado, en un defecto sustantivo por la indebida interpretación de algunos preceptos normativos que en líneas siguientes se analizarán.





Sobre el aludido defecto, vale recordar que en la sentencia SU-050 de 2017, se explicó que:

La jurisprudencia de esta Corporación
 ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015
 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente
, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia
, c) es inexistente
, d) ha sido declarada contraria a la Constitución
, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador
; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable
 o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
 o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes
, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva
 o contraria a la Constitución
; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”
; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso
 o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto
. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente
 de tal manera que se afectan derechos fundamentales
; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial
 y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución
. (Se destaca).





En este concreto asunto, en el proceso declarativo de imposición de servidumbre eléctrica, se condenó al Grupo Energía Bogotá a pagar, en el término de 10 días siguientes a la ejecutoria de la sentencia, por concepto de indemnización, la suma de $736.940.808.oo a la señora Consuelo Castaño Castaño
.




Como la empresa demandante incumplió con el pago dentro del término establecido, la demandada, el 26 de enero de este año, inició un proceso ejecutivo a continuación, para hacer cumplir la condena impuesta en el trámite declarativo
.





El 31 de enero del año 2018 el Grupo Energía Bogotá, consignó en la cuenta de depósitos del juzgado la suma de $1.060.730.382.oo
.  




En dicho trámite, ya se ordenó seguir adelante con la ejecución
 y en la actualidad está pendiente por resolverse un recurso de apelación
 que se presentó contra un auto por medio del cual (i) se modificó parcialmente y se aprobó la liquidación del crédito realizada por el juzgado; y (ii) se rechazó de plano una nulidad por falta de jurisdicción, invocada por la ejecutada
. 




Adicional a ello, en recientes pronunciamientos
, los que son objeto de análisis en este amparo, el Juzgado negó la entrega de los dineros obrantes en el proceso a la ejecutante, en últimas, porque está pendiente de resolverse el recurso que se mencionó en el párrafo anterior.




La accionante indica que tal negativa, contraría las siguientes disposiciones del Código General del Proceso:
ARTÍCULO 376: (…)

Al decretarse la imposición, variación o extinción de una servidumbre, en la sentencia se fijará la suma que deba pagarse a título de indemnización o de restitución, según fuere el caso. Consignada aquella, se ordenará su entrega al demandado y el registro de la sentencia, que no producirá efectos sino luego de la inscripción. (Se destaca)
ARTÍCULO 446:
Para la liquidación del crédito y las costas, se observarán las siguientes reglas:

3. Vencido el traslado, el juez decidirá si aprueba o modifica la liquidación por auto que solo será apelable cuando resuelva una objeción o altere de oficio la cuenta respectiva. El recurso, que se tramitará en el efecto diferido, no impedirá efectuar el remate de bienes, ni la entrega de dineros al ejecutante en la parte que no es objeto de apelación.





Para el efecto, cimenta su crítica en los siguientes tres pilares, previamente anunciados:
1. El Juzgado desconoce lo reglado en el inciso 4° del artículo 376 del Código General del Proceso, que le impone la obligación de entregar el dinero derivado de la indemnización ordenada en el proceso de imposición de servidumbre, una vez sea consignado. 

2. Sobre la liquidación del crédito, no es motivo de controversia la suma correspondiente al capital por concepto de indemnización, ni el valor por las agencias en derecho, en consecuencia, es inexistente una razón jurídica para negarle la entrega de esos dineros, de conformidad con lo establecido en el numeral 3° del artículo 446 del Código General del Proceso.  

3. El asunto que está en trámite en segunda instancia, sobre la solicitud de falta de jurisdicción incoada por la ejecutada, está relacionado con el proceso ejecutivo, no con el de imposición de servidumbre, del cual es del que se exige la entrega de dineros derivados de la condena indemnizatoria; además la concesión del recurso, que sobre esa decisión presentó, fue en el efecto devolutivo, con ello es clara la imposibilidad de ponerle una cortapisa a la entrega de dineros deprecada.  

De frente a los argumentos exhibidos por la demandante para reclamar el dinero, la funcionaria extendió abundante argumentación en los siguientes términos: 

En un primer auto del 19 de julio dijo
“En cuanto a la entrega de la suma de dinero pedida por la parte ejecutante, se tiene que si bien es cierto el artículo 446-3 permite la entrega de dineros en la parte que no es objeto de apelación; es preciso advertir que en este caso no solo se está discutiendo el monto referente a intereses, como lo indica el ejecutante, sino que también fue objeto de apelación lo atinente a la falta de jurisdicción alegada por la empresa ejecutada, de modo que, de salir avante la apelación en ese aspecto, ello implicaría la nulidad del auto que ordenó seguir adelante la ejecución y de todo el trámite de la liquidación del crédito, presupuesto básico para la entrega del dinero, lo que impone esperar las resultas de la alzada para efectuar la entrega.” (Se destaca)
Luego en un proveído del del 28 de agosto explicó:





“La petición no es procedente por el momento, teniendo en cuenta que se encuentra en la actualidad y ante el Honorable Tribunal Superior de Pereira, surtiéndose el recurso de apelación propuesto por la parte demandada contra el auto que dispuso reponer parcialmente lo concerniente a la tasa de interés alegada por ésta, no así en lo tocante a los resultados que arrojó la liquidación traída por ella y en lo que atañe al rechazo de plano de la solicitud de declaratoria de falta de jurisdicción. (Se destaca)




Será en el momento en que nuestro superior resuelva lo pertinente que se proveerá sobre lo pedido por el apoderado judicial de la señora Consuelo Castaño Castaño.”




Y en el del 4 de octubre complementó: 





“Lo primero por advertir es que no es dable afirmar que el dinero consignado lo fue para la servidumbre y no para el ejecutivo y que fue antes de que iniciara éste; en efecto, revisada la actuación puede notarse que el escrito de ejecución tiene fecha de recibido del 26 de enero de 2018 mientras que el título fue constituido el 31 de enero del mismo año, es decir en fecha posterior, además de lo anterior, si se repara el título que obra a folio 472 del cuaderno 2 allí no se indica que dicha consignación sea para la servidumbre o para el ejecutivo, hacer esa distinción carece de fundamento pues no se trata de proceso nuevo e independiente, por el contrario, es un trámite a continuación con el mismo radicado y entre las mismas partes, de modo que de los datos del título no puede predicarse que sea para una u otra actuación, lo importante es que dicha consignación fue posterior a la solicitud del ejecutivo.





Otro aspecto importante es que la parte ejecutada pese a que consignó se opuso a la entrega del dinero (F 477 C2) y cuando se efectuó el traslado de la consignación a la parte ejecutante, ésta manifestó su inconformidad frente a la suma depositada (F 510-514 C2). Lo anterior no solo justificaba sino que imponía darle trámite al ejecutivo que con antelación había solicitado la parte ejecutante hoy recurrente, con las implicaciones que ello acarrea, es decir, la imposibilidad de entregar el dinero hasta que se encuentre aprobada la liquidación del crédito (Art. 447 del CGP), pues solo hasta ese estado del proceso se dirime lo pertinente al monto real y efectivo que se debe pagar y se zanja la discusión que sobre el punto enfrenta a las partes.





Lo anterior implica que si es necesario agotar el trámite del ejecutivo para proceder a la entrega del dinero, ésta no puede llevarse a cabo si está en vilo la jurisdicción de este despacho para tramitarlo. (Se destaca)




El artículo 322 del CGP establece que aun cuando la apelación se conceda en el efecto devolutivo, como lo fue en este caso respecto del auto que rechazó la nulidad por falta de jurisdicción, no pueden entregarse bienes ni dineros hasta que se resuelva la apelación. (Subrayas originales)




Aunque dicho precepto es específico para la apelación de sentencias, es aplicable por analogía al presente caso pues de encontrar el Tribunal que debe tramitarse la nulidad por falta de jurisdicción y en caso de que la misma resulte procedente, queda sin validez la sentencia, por ser un ejecutivo quedaría sin validez el auto que ordenó seguir adelante la ejecución (Art. 138 CGP) y todo el trámite posterior incluida la liquidación del crédito y estas dos actuaciones son el sustento de la entrega de dineros según las normas citadas al inicio (Art. 447 del CGP); de modo que la entrega de dineros en este caso debe realizarse una vez se dirima en ambas instancias el tema de la nulidad alegada por la Empresa de Energía de Bogotá. (Se destaca)




Lo expuesto y resaltado es suficiente para concluir que el fundamento de la negativa de la funcionaria cuestionada es razonable y ajustado a las normas procesales que regulan el caso.





Y esto se explica de manera simple, porque, si bien es cierto que, en un proceso de imposición legal de servidumbre el juzgado debe entregar al demandado, una vez sea consignado, el dinero derivado de la indemnización (inc 4° art. 376 C.G.P) y que en un ejecutivo, aun cuando se esté tramitando una apelación contra la liquidación del crédito, podría procederse a la entrega de las sumas que no sean objeto de controversia (Num. 3° del art. 446 del C.G.P), también lo es que la cobranza de esa suma de dinero, en este concreto asunto, se da en virtud del proceso coactivo, en el que hoy está en vilo la jurisdicción ante la cual debe continuarse (Art. 138 del C.G.P). 





Basta recordar que la consignación, de la que se pretende echar mano para cancelar la indemnización, se efectuó (i) cuando ya se había incumplido la orden impartida en el proceso declarativo, esto en consideración a que se hizo luego de que transcurrieran los diez días que concedió el juzgado para tal efecto; (ii) y cuando ya se había instaurado la demanda ejecutiva.  




Así que la tesis del juzgado, contrario a lo esgrimido en el escrito de tutela, lejos está de desatender antojadizamente los preceptos normativos denunciados como incumplidos; en cambio, armoniza su aplicación a partir del análisis sistemático de otras disposiciones que regulan el caso concreto, todo con el fin de prevenir los traumatismos derivados de la eventual declaratoria de falta de jurisdicción que se discute. 




En tales circunstancias, lo que se aprecia realmente, es la intervención de la funcionaria como directora del proceso, para evitar actos que se advierten contrarios a la realidad procesal.




La decisión del Juzgado, aunque discutible para la accionante, se advierte razonable y lejos está de ser absurda, antojadiza o caprichosa, aun si pudiera dársele una interpretación diferente. Tal circunstancia impide al juez de tutela intervenir, pues tiene dicho sobre el particular la jurisprudencia
 que:

“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...] La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...”
No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen aquí, según viene de verse. La posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda, con lo cual habrá de negarse el amparo.




Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales de la solicitante. 





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA la acción de tutela impetrada por Consuelo Castaño Castaño contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA   
Salvamento de voto
Pereira, noviembre 22 de 2018

SALVAMENTO DE VOTO

Magistrado Ponente

: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Expediente No.

: 66001-22-13-006-2018-01050-00

Proceso


: Tutela 

Demandante


: Consuelo Castaño Castaño  

Demandados


: Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y otro 
Con el respeto que merecen los compañeros de Sala, a continuación expongo las razones por las que me aparté de la sentencia proferida el 20 de los corrientes, que negó la protección reclamada.

1. En el caso concreto, se niega el juzgado accionado a entregar a la aquí demandante unas sumas de dinero, respecto de las cuales no hay controversia en el sentido de que deben serle pagadas, con fundamento en que se encuentra en curso en trámite un recurso de apelación interpuesto contra el auto que resolvió las objeciones propuestas frente a la liquidación del crédito y al que  rechazó de plano la nulidad de falta de jurisdicción, interpuestos por la sociedad demandada en el proceso ejecutivo que aquella adelanta en contra del Grupo de Energía de Bogotá “GEB” S.A., a continuación de uno de  servidumbre de energía eléctrica. Consideraron mis compañeros que ese es un criterio respetuoso, que no constituye defecto sustantivo.

2. A mi juicio, la tutela ha debido prosperar porque la funcionaria accionada incurrió en defecto procedimental. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto de aquella naturaleza cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”
 

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

3. En este caso, se niega la funcionaria demandada a entregar a la aquí accionante una suma de dinero cuya cuantía no es objeto de discusión en el plenario, pues fue reconocida en sentencia de primera instancia, confirmada en segunda y objeto de tutela la decisión respectiva ante la Corte Suprema de Justicia, que negó el amparo en primera instancia, decisión que se confirmó en segunda.

Los fundamentos de esa negativa se han plasmado en tres providencias distintas. 

a) En una primera del 19 de julio de 2018, dijo:

“En cuanto a la entrega de la suma de dinero pedida por la parte ejecutante, se tiene que si bien es cierto el artículo 446-3 permite la entrega de dineros en la parte que no es objeto de apelación; es preciso advertir que en este caso no solo se está discutiendo el monto referente a intereses, como lo indica el ejecutante, sino que también fue objeto de apelación lo atinente a la falta de jurisdicción alegada por la empresa ejecutada, de modo que, de salir avante la apelación en ese aspecto, ello implicaría la nulidad del auto que ordenó seguir adelante la ejecución y de todo el trámite de la liquidación del crédito, presupuesto básico para la entrega del dinero, lo que impone esperar las resultas de la alzada para efectuar la entrega.” 

Frente a esa providencia el amparo resulta improcedente en razón a que no se satisface el presupuesto de la subsidiaridad, pues la parte afectada con la decisión, no interpuso recurso alguno frente a ella.

b) En proveído del 28 de agosto, nuevamente se pronunció la funcionaria demandada sobre la entrega de los dineros que no están cobijados por el recurso de apelación interpuesto por la ejecutada contra el auto que resolvió las objeciones a la liquidación del crédito. Así dijo:

“La petición no es procedente por el momento, teniendo en cuenta que se encuentra en la actualidad y ante el Honorable Tribunal Superior de Pereira, surtiéndose el recurso de apelación propuesto por la parte demandada contra el auto que dispuso reponer parcialmente lo concerniente a la tasa de interés alegada por ésta (sic), no así en lo tocante a los resultados que arrojó la liquidación traída por ella y en lo que atañe al rechazo de plano de la solicitud de declaratoria de falta de jurisdicción. 

Será en el momento en que nuestro superior resuelva lo pertinente que se proveerá sobre lo pedido por el apoderado judicial de la señora Consuelo Castaño Castaño.”

c) Frente a esa providencia el apoderado de la ejecutada interpuso recurso de reposición y en proveído del 4 de octubre que lo resolvió, dijo el juzgado: 

“Otro aspecto importante es que la parte ejecutada pese a que consignó se opuso a la entrega del dinero (F 477 C2) y cuando se efectuó el traslado de la consignación a la parte ejecutante, ésta (sic) manifestó su inconformidad frente a la suma depositada (F 510-514 C2). Lo anterior no solo justificaba sino que imponía darle trámite al ejecutivo que con antelación había solicitado la parte ejecutante hoy recurrente, con las implicaciones que ello acarrea, es decir, la imposibilidad de entregar el dinero hasta que se encuentre aprobada la liquidación del crédito (Art. 447 del CGP), pues solo hasta ese estado del proceso se dirime lo pertinente al monto real y efectivo que se debe pagar y se zanja la discusión que sobre el punto enfrenta a las partes.

Lo anterior implica que si es necesario agotar el trámite del ejecutivo para proceder a la entrega del dinero, ésta no puede llevarse a cabo si está en vilo la jurisdicción de este despacho para tramitarlo. 

El artículo 322 del CGP establece que aun cuando la apelación se conceda en el efecto devolutivo, como lo fue en este caso respecto del auto que rechazó la nulidad por falta de jurisdicción, no pueden entregarse bienes ni dineros hasta que se resuelva la apelación. 

Aunque dicho precepto es específico para la apelación de sentencias, es aplicable por analogía al presente caso pues de encontrar el Tribunal que debe tramitarse la nulidad por falta de jurisdicción y en caso de que la misma resulte procedente, queda sin validez la sentencia, por ser un ejecutivo quedaría sin validez el auto que ordenó seguir adelante la ejecución (Art. 138 CGP) y todo el trámite posterior incluida la liquidación del crédito y estas dos actuaciones son el sustento de la entrega de dineros según las normas citadas al inicio (Art. 447 del CGP); de modo que la entrega de dineros en este caso debe realizarse una vez se dirima en ambas instancias el tema de la nulidad alegada por la Empresa de Energía de Bogotá.” 

A mi juicio, la funcionaria de primer grado desconoció el numeral 3º del artículo 446 del CGP, según la cual, vencido el traslado de la liquidación del crédito, el juez decidirá si aprueba o modifica la liquidación por auto que solo será apelable cuando se resuelva una objeción o altere de oficio la cuenta respectiva. “El recurso, que se tramitará en el efecto diferido, no impedirá efectuar el remate de bienes, ni la entrega de dineros al ejecutante en la parte que no es objeto de apelación”. (Resaltado ajeno al texto original).

En el asunto bajo estudio, como lo acreditan las copias de la actuación que se trajeron a este proceso, lo relacionado con el capital adeudado y reconocido en sentencias de primera y segunda instancia, proferidas en el proceso de servidumbre, respecto de la cual se inició la ejecución para obtener su pago y se ordenó seguir adelante con ella, no fue objeto de apelación contra la providencia que resolvió las objeciones propuestas por el demandado frente a la liquidación del crédito. La alzada se propuso en relación con el monto de los intereses y por ende, se encuentra en firme la liquidación respecto del capital.

Por ende, la negativa del juzgado en la entrega solicitada, desconoce el precepto citado, que regula materia. 

Fundamentó también su decisión en el artículo 447 del CGP, que autoriza la entrega de dineros embargados al acreedor hasta la concurrencia del valor liquidado, una vez en firme el auto que apruebe cada liquidación. 

En el caso bajo estudio fue el propio ejecutado quien consignó la suma de dinero a cuya entrega se opone, patrocinado por el juzgado; es decir, no se trata de una suma embargada. De todos modos estimo que para entregar dineros con los cuales se pretende garantizar el pago de una obligación ejecutiva, debe estar en firme la liquidación del crédito, con el fin de evitar que se entreguen sumas superiores a las adeudadas, pero en este caso, se reitera, está en firme el auto que resolvió las objeciones propuestas a esa liquidación, concretamente en relación con el capital.

También desconoció la jueza accionada el artículo 323 del CGP que al regular los efectos en que se concede el recurso de apelación, en relación con el devolutivo, dice que en ese caso no se suspende el cumplimiento de la providencia apelada, ni el curso del proceso.

A pesar de que por auto del 19 de julio de 2018 concedió en el efecto devolutivo el recurso de apelación contra el auto que rechazó de plano la excepción propuesta por la ejecutada, de falta de jurisdicción, se abstiene el juzgado de entregar el dinero consignado en el proceso, concretamente la que no es objeto de discusión y respecto de la cual quedó en firme el auto que aprobó la liquidación, hasta tanto no se decida aquel medio de impugnación. Es decir, está tratando un recurso concedido en el efecto devolutivo, como si se hubiere otorgado en el suspensivo.

El artículo 323 del CGP, en cuanto dice que las apelaciones de las sentencias que se conceden en el efecto devolutivo impide la entrega de dineros hasta cuando sea resuelto el recurso, no puede aplicarse por analogía como lo hizo la jueza accionada, porque no existe vacío que suplir y que justifique acudir a esa disposición, pues de acuerdo con los argumentos que he traído a este salvamento, la entrega de dineros en un proceso ejecutivo tiene su propia regulación.

Se desvió además el juzgado del procedimiento establecido en materia de nulidades. En efecto, dice el inciso 1º del artículo 138 del CGP: “Cuando se declare la falta de jurisdicción, o la falta de competencia por el factor funcional o subjetivo, lo actuado conservará su validez y el proceso se enviará de inmediato al juez competente, pero si se hubiere dictado sentencia, esta se invalidará”.

En este caso no se dictó sentencia, pues en razón a que la parte ejecutada no formuló excepciones, se dictó auto, el 25 de mayo de 2018, en el que se ordenó seguir adelante la ejecución, de manera que el argumento de la funcionaria de primera instancia para abstenerse de realizar la entrega del dinero, al considerar que puede quedar afectado de nulidad el auto que ordenó continuar la ejecución y la actuación posterior, es razonamiento que no encuentra respaldo en el ordenamiento jurídico.

4. En conclusión, contrario a lo que concluyeron mis compañeros de Sala, surge evidente que se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular la demandante, al desconocer los preceptos que regulan lo relacionado con la entrega de dineros en un proceso ejecutivo; el efecto del recurso de apelación cuando se concede en el devolutivo y de la nulidad por falta de jurisdicción, pues los argumentos para negar a la entrega tantas veces referida, no obedece a un fundamento razonable y ajustado a las normas procesales que regulan el caso; todo lo contrario, de acuerdo con lo que hasta aquí he expuesto, se ofrecen antojadizos o caprichosos.

Esa negativa, reitero, afecta el derecho al debido proceso de la parte demandante, quien a pesar de haber obtenido en sentencia de segunda instancia, proferida el 15 de diciembre de 2017, que confirmó el reconocimiento de la indemnización por $736.940.000 y de haberse sometido a un proceso ejecutivo para obtener el pago, en el que no se formularon excepciones y en el que se ordenó seguir adelante la ejecución desde el 25 de mayo de 2018, aun no obtiene la satisfacción de su acreencia, o al menos la entrega de los dineros destinados a ese fin, en lo que no fue objeto de controversia, por decisiones de la jueza accionada que desconocen los preceptos que regulan la materia.

5. Por último, en la sentencia de la que me aparto, mis compañeros de Sala encontraron en la decisión atacada un criterio razonable, pero no analizaron los argumentos planteados por la demandante al formular la acción, que considero acertados de acuerdo con lo expuesto en este documento y que justificaban conceder el amparo solicitado.

Atentamente,

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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